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Señor(a) 

JUEZ 004 ADMINISTRATIVO DE QUIBDO 

E.                      S.                  D. 

 

 

 

RADICADO 27001333300420200013800 

ACCIÓN  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERE-

CHO 

DEMANDANTES SIXTA GUADALUPE VEGA CORDOBA 

DEMANDADO NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTA-
CIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

ASUNTO CONTESTACIÓN DEMANDA 

 

ANGELA PATRICIA GIL VALERO, identificada con cedula de ciudadanía número 1.022.378.874 de 

Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional 283.058 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando 

en nombre y representación de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG-, conforme con la 

sustitución de poder otorgada por el Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado con cédula 

de ciudadanía No. 80.211.391 y tarjeta profesional No. 250.292 del C.S.J quien a su vez se le fue 

conferido poder principal y general por parte del Dr. LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, tal y como 

consta en la escritura pública No. 522 del 28 de marzo de 2019 conforme a la Resolución No. 002029 

del 4 de marzo de 2019, para la defensa judicial de la Nación – Ministerio de Educación Nacional - 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 

de 1998 y demás normas concordantes, por medio del presente escrito, encontrándome dentro del 

término legal, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA, en el mismo orden metodológico planteado por 

la parte actora: 

 

I. A LAS PRETENSIONES 

 

Actuando en nombre y representación de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, me 

opongo a TODAS Y CADA UNA DE LAS PRETENSIONES SOLICITADAS EN LA DEMANDA, SUS 

DECLARACIONES Y CONDENAS, por carecer de fundamentos de derecho, debiéndose absolver a mi 

representada de lo pretendido en esta instancia, y en su lugar imponer condena en costas a la actora.  
 

De acuerdo con lo anterior su señoría me pronuncio de manera individual frente a cada una de las 

pretensiones de la demanda: 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

DECLARACIONES 

 

PRIMERA: Me opongo a que se declare la nulidad del acto ficto tal y como se pretende, aunado a 

que no es procedente que la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO sea condenada al pago de la pensión por aportes 

en favor de la parte actora, toda vez que no existen supuestos fácticos y jurídicos que logren sustentar 

la presente acción. 

 

SEGUNDA: Me opongo a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO al reconocimiento y pago de la pensión de 

jubilación por aportes en favor de la parte actora, toda vez que no existen supuestos fácticos y 

jurídicos que logren sustentar la presente acción. 

 

 
CONDENATORIAS 

 

PRIMERA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al reconocimiento y pago de la 

pensión de jubilación por aportes en favor de la parte actora, toda vez que no existe en el proceso, 

sentencia judicial que declare que la accionante cumple con los requisitos para acceder a ella, así 

como tampoco acto administrativo en el cual ordene el pago de algún dinero.  

 

SEGUNDA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al cumplimiento del fallo, toda vez 

que no existe en el proceso, sentencia judicial que declare que la accionante tiene derecho a la 

pensión de jubilación por aportes. Poniendo de presente que la sentencia judicial en sí ya tiene un 

efecto vinculante y no requiere solicitud de la misma. 

 

TERCERA: ME OPONGO a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al ajuste de valor, indexación y/o 

actualización de la condena, pues al no ser procedente el reconocimiento de suma alguna, la misma 

suerte corre la pretensión de este numeral.  
 

CUARTA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al pago de los intereses moratorios, 
dado que no encuentra esta parte que existieren derechos adeudados, esto sin mencionar que frente 

al mismo no existe sentencia judicial condenatoria, es por tanto que el mismo carece de fundamentos.  
 

QUINTA: ME OPONGO a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al incluir en nómina de pensionados 

a la accionante, pues al no ser procedente el reconocimiento de suma alguna, la misma suerte corre 

la pretensión de este numeral. 

 

SEXTA: ME OPONGO a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al ajuste de valor, indexación y/o 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

actualización de la condena, pues al no ser procedente el reconocimiento de suma alguna, la misma 

suerte corre la pretensión de este numeral. 

 

SEPTIMA: ME OPONGO a que se condene en costas a la NACIÓN- MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, de conformidad al 

artículo 365 del Código General del Proceso, y artículo 29 de la Constitución Política de Colombia 

como quiera que se accede al derecho al debido proceso, esto sin mencionar que la norma que 

arguye la apoderada de la parte accionante, es decir, el artículo 188 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo contempla los efectos de la sentencia y no lo 

pretendido por la accionante. 

 
II. A LOS HECHOS 

 
 

PRIMERO: Es cierto, tal y como consta en la copia del documento de identidad de la demandante.. 
 

SEGUNDO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por 

tal motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde 

a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

TERCERO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por 

tal motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde 

a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

CUARTO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por 

tal motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde 

a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

QUINTO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por 

tal motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde 

a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 
 

SEXTO: No es un hecho, por cuanto lo manifestado por la apoderada de la parte demandante no 

corresponde a un supuesto de hecho. Es una apreciación subjetiva de la accionante acerca de la 

interpretación del comunicado en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar 

que se objetó de manifestación alguna. 

 
SEPTIMO: No es un hecho, por cuanto lo manifestado por la apoderada de la parte demandante no 

corresponde a un supuesto de hecho. Es una apreciación subjetiva de la accionante acerca de la 

interpretación del comunicado en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar 

que se objetó de manifestación alguna. 

 

OCTAVO: No es un hecho, por cuanto lo manifestado por la apoderada de la parte demandante no 

corresponde a un supuesto de hecho. Es una apreciación subjetiva de la accionante acerca de la 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

interpretación del comunicado en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar 

que se objetó de manifestación alguna. 

 

 

III. ARGUMENTOS DE DEFENSA 

 
 

SOBRE EL RÉGIMEN PRESTACIONAL APLICABLE A LOS EDUCADORES NACIONALES 
 

 

La ley 100 de 1993 creó el “sistema de seguridad social integral” y como parte de él estructuró 
el “sistema general de pensiones”, pero exceptuando de su aplicación algunos sectores de 

pensionados, entre ellos “los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
creado por la ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier 

clase de remuneración. 
 
La ley 812 de 2003 aprobó “el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, hacia un Estado comunitario”1. 

Esta normativa, en sus dos primeros incisos reguló lo referente al régimen pensional de los docentes 
oficiales:  
 

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El 
régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, 
que se encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido 
para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en 
vigencia de la presente ley.  
 
Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, serán afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio y tendrán los derechos pensionales del régimen 
pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 
de 2003, con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de 
pensión de vejez que será de 57 años para hombres y mujeres”. 

 

 Esta ley entró en vigencia al 27 de junio del 2003, de acuerdo con lo dispuesto en su artículo 13752.  
 
La ley 1151 de 2007, por la cual se expidió el “Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010”3 , en su 

artículo 160 prorrogó la vigencia de algunas de las disposiciones de la ley 812, entre ellas, las 
contenidas en el artículo 81. La normativa hasta ahora reseñada permite concluir que el régimen 

pensional de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se 

establece tomando como referencia la fecha de vinculación del docente al servicio educativo estatal, 
así: 
 
i) Si la vinculación es anterior al 27 de junio de 2003, fecha de entrada en vigencia de la ley 812 de 

2003, su régimen pensional corresponde al establecido en la ley 91 de 1989 y demás normas 

                                                           
1 Ley 812 de 2003 (junio 26), Diario Oficial 45.231 de 27 de junio de 2003. 
2 Artículo 137 de la ley 812 de 2003. “Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga el 

artículo 8 de la Ley 160 de 1994, el artículo 14 de la Ley 373 de 1997 y todas las disposiciones que le sean contrarias”. La 
fecha de promulgación fue el 27 de junio del 2003. 
3 Ley 1151 de 2007 (julio 24), “Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010”, Diario Oficial 46.700 de 25 

de julio de 2007. Cfr. Artículo 160, vigencia y derogatorias. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

aplicables hasta ese momento, sin olvidar las diferencias provenientes de la condición de nacional, 

nacionalizado o territorial, predicables del docente en particular; Este régimen está llamado 
necesariamente a extinguirse en el tiempo a medida que decrece el número de sus destinatarios 

(régimen de transición). 

 
 ii) Si el ingreso al servicio ocurrió a partir del 27 de junio de 2003, el régimen pensional es el de 

prima media con prestación definida, regulado por la ley 100 de 1993 con las modificaciones 
introducidas por la ley 797 de 2003, pero teniendo en cuenta que la edad se unifica para 

hombres y mujeres, en 57 años.  
 
En ambas situaciones se trata de un régimen exceptuado por el legislador, pues mantienen e 

introducen modificaciones al régimen pensional general.  
 

El parágrafo transitorio primero del artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 22 de julio de 2005, se 
ocupa expresamente de los docentes vinculados al servicio público educativo oficial, en los siguientes 

términos: 

 
 "Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes 
nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público 
educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones 
legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 
de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se 
hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, 
tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del 
Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 
812 de 2003" (resaltado y subrayas fuera del texto).  

 
Si bien es cierto que el Acto Legislativo 01 de 2005, elevó a nivel de norma constitucional el 

reconocimiento de los dos grupos pensionales del artículo 81 de la ley 812 de 2003, estableció que 
los regímenes especiales o exceptuados expirarían el 31 de julio de 20104 , también lo es que este 

límite temporal de fenecimiento, de acuerdo con los antecedentes que le dieron origen, no es 
aplicable a los docentes del servicio oficial. Así lo concluyó, recientemente, la Sala de Consulta y 

Servicio Civil del Consejo de Estado: 
 
 El Acto legislativo en estudio fue de iniciativa gubernamental contenida en los proyectos radicados 

en la Cámara de Representantes bajo los números 34 y 127, presentados el 23 de julio y el 19 de 
agosto de 2004, respectivamente, los que fueron acumulados para su trámite y en su contenido 

original proponían la eliminación de todos los regímenes especiales y exceptuados, dejando 

exclusivamente el de la Fuerza Pública y un régimen de transición que terminaría el 31 de diciembre 
de 2007.  

 
Desde el primer debate en la Comisión Primera Permanente de Cámara, se introdujo el tema de los 

docentes como parte del ‘régimen de transición’; y como un parágrafo transitorio fue conservado y 
ajustado en su texto a lo largo de las dos vueltas requeridas para la aprobación del acto legislativo, 

remitiendo al artículo 81 de la ley 812 de 2003.  

                                                           
4 "Parágrafo transitorio 2º. Sin perjuicio de los derechos adquiridos, el régimen aplicable a los miembros de 
la Fuerza Pública y al Presidente de la República, y lo establecido en los parágrafos del presente artículo, la 
vigencia de los regímenes pensionales especiales, los exceptuados, así como cualquier otro distinto al 
establecido de manera permanente en las leyes del Sistema General de Pensiones expirará el 31 de julio del 
año 2010" (resaltado y subrayas fuera del texto). 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

Se tiene pues que el legislador, como constituyente derivado, optó por referirse al régimen pensional 
de los docentes vinculados al servicio educativo estatal en un parágrafo que calificó como ‘transitorio’ 

bajo dos supuestos: (i) cuando se pensione el último de los docentes vinculados con antelación a la 

entrada en vigencia de la citada ley 812 se extinguirá el régimen que para ese momento existía; (ii) 
los docentes vinculados o que se vinculen a partir del 27 de junio de 2003, quedan sujetos el régimen 

pensional del sistema general.  
 

 El Parágrafo transitorio 2º. Sin perjuicio de los derechos adquiridos, el régimen aplicable a los 

miembros de la Fuerza Pública y al Presidente de la República, y lo establecido en los parágrafos del 
presente artículo, la vigencia de los regímenes pensionales especiales, los exceptuados, así como 

cualquier otro distinto al establecido de manera permanente en las leyes del Sistema General de 
Pensiones expirará el 31 de julio del año 2010.  

 
En esta perspectiva, la transitoriedad del régimen es predicable exclusivamente del grupo de docentes 

que entraron al servicio educativo oficial antes del 27 de junio de 2003.  

 
El régimen de los docentes que ingresan al servicio a partir de la vigencia de la ley 812 de 2003 tiene 

un elemento de diferenciación o especialidad que es la edad, respecto del régimen general, y así se 
conserva.  

 

REGLAMENTACIÓN DE LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN POR APORTES 
  

La Ley 71 de 1988, fue reglamentada inicialmente por el Decreto 1160 de 1989, que dispuso, entre 
otros aspectos, que no sería computable como tiempo para adquirir el derecho a la pensión de jubi-

lación por aportes el laborado en empresas privadas no afiliadas al ISS, ni tampoco «el laborado 
en entidades oficiales de todos los órdenes cuyos empleados no aporten al sistema de 
seguridad social que los protege». 
  
Posteriormente, fue reglamentada por el Decreto 2709 del 13 de diciembre de 1994, que derogó la 

mayor parte de artículos del anterior decreto, relacionados con esta modalidad de pensión de jubila-
ción. Reglamentación que se expidió estando ya en vigencia el sistema de seguridad social integral 

establecido en la Ley 100 de 1993. 

  
El primer artículo del Decreto 2709 de 1994, señaló: 

  
«Pensión de jubilación por aportes. La pensión a que se refiere el artículo 7º 
de la Ley 71 de 1988, se denomina pensión de jubilación por aportes. 
  
Tendrán derecho a la pensión de jubilación por aportes quienes al cum-
plir 60 años o más de edad si es varón, o 55 años o más si se es mujer, 
acrediten en cualquier tiempo, 20 años o más de cotizaciones o apor-
tes continuos o discontinuos en el Instituto de Seguros Sociales y en 
una o varias de las entidades de previsión social del sector público.» 

  
Con relación al monto de esta prestación, el artículo octavo ibídem, preceptuó: 
  

“Monto de la pensión de jubilación por aportes. El monto de la pensión de jubila-
ción por aportes será equivalente al 75 % del salario base de liquidación. El valor 
de la pensión de jubilación por aportes, no podrá ser inferior al salario mínimo 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

legal mensual vigente ni superior a quince (15) veces dicho salario, salvo lo pre-
visto en la ley.» 

  

Adicionalmente, es importante mencionar que el artículo sexto del citado decreto que determinó el 

ingreso base para la liquidación de esta modalidad de pensión, fue expresamente derogado por el 
artículo 24 del Decreto 1474 de 1997, en los siguientes términos: 

  
«Artículo 24. Vigencia y derogatorias. Este decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación, modifica los siguientes artículos del Decreto 1748 de 1995: 3º, 9º, 
12, 15, 16, 17, 24, 28, 35, 36, 37, 41, 44, 52 y 57 y deroga el numeral 2º del 
artículo 3º, el artículo 25, el inciso 3º del artículo 29, el literal c) del artículo 36, 
el inciso 7º del artículo 47, el artículo 51 y el parágrafo transitorio del ar-
tículo 52 del mismo Decreto 1748 de 1995. Así mismo, modifica el artículo 8º del 
Decreto 1887 de 1995, y deroga el artículo 6º del Decreto 2709 de 1994 y 
todas las demás normas que le sean contrarias.». 

  

No obstante lo anterior, dicha derogatoria fue anulada por la Sección Segunda del Consejo de Estado, 
mediante sentencia del 15 de mayo de 2014, dictada dentro del proceso 11001-03-25-000-2011-

00620-00 (2427-2011), cuya ponencia correspondió al Dr. Gerardo Arenas Monsalve y en la que se 
consideró, que desconoció la finalidad del régimen de transición como mecanismo de protección ante 

el cambio legislativo. 

  
Dentro de los argumentos que se tomaron en cuenta para tomar tal determinación se encuentran los 

siguientes: 
  

«Así, en el presente caso, tratándose de una situación análoga a nivel reglamen-
tario, se destaca que la norma que disponía el salario base para la liqui-
dación de la pensión por aportes fue derogada, situación que originó un 
vacío normativo y obligó a remitirse a la Ley 100 de 1993, aun cuando el 
legislador dispuso que el Gobierno Nacional debía reglamentar las condiciones 
para el reconocimiento y pago de la pensión por aportes (inc. 2, art. 7, Ley 71 de 
1988). 
 

Visto lo anterior, la derogatoria del artículo 6 del Decreto 2709 de 
1994, desconoció no solamente la Ley 71 de 1988; sino también la Ley 
100 de 1993, ya que ésta previó un régimen de transición, como un me-
canismo de protección ante un tránsito legislativo para las personas que 
tenían la expectativa de adquirir su derecho pensional bajo una norma-
tividad anterior, en este sentido no puede el ejecutivo en virtud del ejercicio de 
la facultad reglamentaria reducir de manera desproporcionada e irrazonable los 
beneficios de la normatividad pensional anterior, pues dejaría sin eficacia la fina-
lidad del régimen de transición pensional.» 

 
Conforme a lo expuesto, la regla jurídica para determinar el ingreso base de liquidación de las per-

sonas beneficiarias del régimen de transición y que tengan derecho a la pensión de jubilación 

por aportes es la establecida en el artículo 6º del Decreto 2709 de 1994, que dispone: 
  
«Salario base para la liquidación de la pensión de jubilación por aportes. El salario 
base para la liquidación de esta pensión, será el salario promedio que sirvió de 
base para los aportes durante el último año de servicios, salvo las excepciones 
contenidas en la ley. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

Si la entidad de previsión es el ISS se tendrá en cuenta el promedio del salario 
base sobre el cual se efectuaron los aportes durante el último año y dicho instituto 
deberá certificar lo pagado por los citados conceptos durante el período corres-
pondiente.» 

  

Así entonces, la norma referida cobró vigencia a partir del tal declaratoria de nulidad, y por ende la 
pensión por aportes estipulada en la Ley 71 de 1988, se deberá liquidar con el 75% del salario 

promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios, para aquellas per-

sonas que son beneficiarias del régimen de transición, es decir para aquellas personas que tenían 
una expectativa de pensionarse con anterioridad a la derogatoria del artículo 6 de la ley 71. 

  
Dicha conclusión, resulta acorde con el contenido del principio de inescindibilidad normativa, en virtud 

del cual, la norma anterior aplicable debe serlo en su integridad, lo cual evita desnaturalizar el régi-
men pensional aplicable producto de la transición, y con lo que ha señalado el órgano de cierre de la 

Jurisdicción de lo contencioso Administrativo frente a situaciones de personas que no tienen cotiza-

ciones, o cuando estas son apenas de unas pocas semanas o meses en vigencia de la Ley 100 de 
1993, en el sentido de que el IBL de su pensión, es equivalente al 75% del promedio de los salarios 

devengados durante el último año de servicios, tal como lo señalaban normas anteriores tales como 
el artículo 27 del Decreto 3135 de 1968 o 73 del Decreto reglamentario 1848 de 1969. 

 

De acuerdo con los anteriores argumentos, la accionante tendrá derecho al reconocimiento y pago 
de su pensión de jubilación por aportes cuando cumpla con la edad de 57 años, tal y como lo unificó 

la Ley 812 de 2003. 
 

Por lo que en virtud de lo allí descrito los actos administrativos demandados adolecen de nulidad y 

por tanto solicito se desestimen las pretensiones de la demanda. En estos términos dejo sentados 
los alegatos de conclusión dentro de los procesos que se ventilan en la presente audiencia.  

 
CASO CONCRETO: 

 
De acuerdo con los hechos narrados en la demanda se puede afirmar lo siguiente. 

 

SIXTA GUADALUPE VEGA CORDOBA, nació el 15 de agosto de 1963, por lo que al momento de 
presentar la solicitud de reconocimiento y pago de la pensión de jubilación por aportes y la radicación 

del medio de control de la referencia cuenta con 57 años edad, cumpliendo en principio uno de los 
requisitos para tener derecho a la prestación por aportes. 

 

De la historia laboral expedida por Colpensiones y allegada junto con la demanda, se puede 
determinar que la docente realizó cotizaciones al ISS, por un total de 548 semanas cotizadas. 

 
La docente se vinculó como docente oficial el 07 de febrero de 2007, esto es en vigencia de Ley 100 

de 1993, 812 y 797 de 2003. 
 

Ahora bien, en el caso sub judice la actora pretende la aplicación de la ley 812 de 2003, para obtener 

la pensión de jubilación por aportes, pero a la fecha no cuenta con el requisito de semanas, que de 
conformidad con los artículos 33 y 34 de la ley 100 de 1993, modificados por los artículos 9 y 10 de 

la ley 797 de 2003, para acceder a la pensión de vejez, es necesario haber cotizado mínimo 1000 
semanas en cualquier tiempo, los cuales a partir del 1 de enero de 2005 se incrementaron en 50 y a 

partir del 1 de enero de 2006 se incrementara en 25 cada año, hasta llegar a 1300 semanas en 

el 2015. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

  

Por lo anterior, y al no ser beneficiaria del régimen de transición, no se le pueden aplicar las 1000 
semanas, que en el hecho numero 9 sugiere. 

 

En virtud de dicha transición los empleados que al momento de expedir el AL 01 de 2005 contaran o 
hubieran cotizado al menos 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en 

vigencia del AL 01 de 2005, tendrán derecho al reconocimiento y pago de una pensión por aportes, 
en aplicación del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, artículo 365. 
 

Ciertamente en el presente caso la demandante prima facie, no es destinataria ni beneficiaria de 
régimen de transición alguno, por ello, no existe sustento jurídico para acceder a lo peticionado, pues 

no está probado que cumpla los presupuestos establecidos en la ley 812 de 2003, para acceder al 
reconocimiento y pago de la pensión por aportes. 

 
Por las razones expuestas, deben denegarse las pretensiones de la demanda, toda vez que el acto 

administrativo demandado no se encuentra viciado de nulidad, pues se funda en normas aplicables 

al caso del docente. 
 

En el caso sub judice para que el demandante tenga derecho al reconocimiento y pago de la pensión 
por aportes estipulada en la Ley 71 de 1988, con el 75% del salario promedio que sirvió de base para 

los aportes durante el último año de servicios, deberá acreditar que este es beneficiario del régimen 

de transición, es decir que para la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 tenía una expectativa 
de pensionarse con anterioridad a la derogatoria del artículo 6 de la ley 71 y a la entrada en vigencia 

del AL 001 de 2005. Circunstancias que no se vislumbran cumplida en el presente caso, pues como 
se afirma en los hechos de la demanda la actora se vinculó como docente oficial en provisionalidad 

en 2004, y al momento de entrar en vigencia al citado con anterioridad, tampoco había cotizado 

mínimo 750 semanas, ni se acredita el equivalente en tiempo de servicios, por tanto, no es benefi-
ciaria de ningún régimen de transición y se le aplica las disposiciones de la Ley 100 de 1993. 

 
Por las razones expuestas, deben denegarse las pretensiones de la demanda para en su lugar declarar 

probadas los medidos exceptivos que se pasan a exponer.   
 

 

IV. EXCEPCIONES DE MERITO 
 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 
 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

 

                                                           
5 Ley 100 de 1993 
Articulo 36ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La edad para acceder a la pensión de vejez, continuará 
en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014*, fecha en 
la cual la edad se incrementará en dos años, es decir, será de 57 años para las mujeres y 62 para los hombres. 
 
La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el 
monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta 
y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince 
(15) o más años de servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren 
afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, 
se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

El acto administrativo demandado, negó el reconocimiento y pago de una pensión de jubila-

ción, fue proferido en estricto seguimiento de las normas legales vigentes y aplicables al caso de la 
demandante, sin que se encuentre viciado de nulidad alguna, toda vez que su vinculación a la do-

cencia oficial fue posterior a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003 , aceptar un criterio 

diferentes contraria la voluntad del legislador y su competencia para configurar las cargas prestacio-
nales de los servidores públicos.  
 
 

INEPTITUD DE LA DEMANDA POR CARENCIA DE FUNDAMENTO JURÍDICO 

 
Solicita la accionante que se declare la nulidad  del Acto Administrativo, y a título de restablecimiento 

del derecho se ordene reconocer, liquidar y pagar la pensión por aportes  con base en el 75% de 
todos los factores salariales, teniendo como edad 55 años y 1000 semanas cotizadas; sin embargo, 

no encuentra sustento jurídico tales pretensiones si se tiene en cuenta que para el reconocimiento 
de la citada prestación debe cumplir con 57 años de edad y haber cotizado 1300 semanas   requisitos 

que se encuentran taxativamente enunciados en la ley, no por nada el legislador, en el régimen 

general de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985 y 62 de 1985, 812 y 797 de 2003. 
 

 
COBRO DE LO NO DEBIDO 

 

En el caso sub judice está demostrado que la demandante no cumple con el número de semanas 
cotizadas para acceder al reconocimiento y pago de una pensión de jubilación, por lo que esta entidad 

no adeuda valor alguno por mesadas pensionales a la actora, máxime cuando no ostenta el derecho 
para reclamar la prestación por incumplimiento de los requisitos legales.  

 

 
V. PETICIONES 

 
Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito se denieguen las 

pretensiones de las pretensiones por las razones expuestas que pueden sintetizarse en lo siguiente: 
 

(i) La sentencia de Unificación del 25 de abril de 2019 SUJ-014 CE- S2 2019 definió que las pensiones 

de los docentes que se rijan por la Ley 33 de 1985 se deben liquidar teniendo en cuenta los factores 
salariales respecto de los cuales cotizo para pensión. 

 
(ii) El régimen prestacional aplicable a la docente es el contenido en la Ley 100 de 1993 y 797 de 

2003, por ello, no es procedente accederse a las pretensiones de la demanda. 

 
(iii) Acto Legislativo 001 de 2005, parágrafo 4. 

  
 

VI. PRUEBAS 
 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

 
Pruebas que se solicitan: 

 
De manera respetuosa y con el fin de probar la fecha real en la que la docente SIXTA GUADALUPE 

VEGA CORDOBA se vinculó como docente oficial, solicitó requerir a la entidad territorial donde presta 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

o presto sus servicios como docente para que certifique la fecha efectiva en la que fue vinculado 

como docente oficial. 
 

Al ISS hoy Colpensiones, para que certifique el número de semanas cotizadas por la señora SIXTA 

GUADALUPE VEGA CORDOBA para el 25 de julio de 2005, fecha en la que se publicó en el Diario 
oficial Nº 45.980 el ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005, puntualizando si para esa fecha con-

taba con 750 semanas cotizadas. 
 

VII. SOLICITUD ESPECIAL 

 
De manera respetuosa, la suscrita apoderada solicita al señor Juez, dictar sentencia anticipada, te-

niendo en cuenta que las pruebas a decretar y practicar solo son documentales y fueron allegadas 

junto con la demanda y comoquiera que el Despacho se encuentra facultado para proferir la sentencia 

que en derecho corresponda sin tener que agotar cada una de las etapas previstas en el artículo 179 

del CPACA Ibídem, solicito al señor Juez se dicte sentencia anticipada.  

 
Sobre el particular, el artículo 42 de la ley 2080 de 2021 que modifico el numeral 2° del artículo 

182A del CPACA en su parte pertinente reza: 

  

“Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

(…)  

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda 

y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento. (…)”  

 

Finalmente, resulta pertinente recordar que por regla general las leyes procesales se aplican en forma 

inmediata, salvo cuando han empezado a correr términos, o se ha iniciado actuación o diligencia 

conforme a la ley procesal derogada o modificada, luego el artículo 42 de la Ley 2080 cuya aplicación 

se invoca en el presente escrito, ya está rigiendo. 

 

 

VIII. ANEXOS 
 

Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

 
 

IX. NOTIFICACIONES 
 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 

No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co 

procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  

 

La suscrita apoderada en el correo t_apgil@fiduprevisora.com.co 

 
Del señor Juez, 
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